
EPÍGRAFE 5.2. MEDIO AMBIENTE 

Bosques y protección ambiental 

Una retrospectiva de la evolución ambiental global, muestra que el proceso de desarrollo 

de la sociedad se estableció de modo consustancial con el desmedro de los bosques, 

determinando así la pérdida de diversidad biológica y de servicios ambientales, a tono con 

la propia contracción superficial, lo que comprometió también la situación de otros factores 

del medioambiente. 

Cuba no escapó a dicho proceso, de modo que en la transformación operada en el país se 

aprecia que, para los primeros años de la conquista, los estimados de la cobertura boscosa 

eran superiores al 90 % de la superficie insular, pero la asimilación socioeconómica 

condicionó una paulatina reducción de la extensión forestal, que llegó a un 14 % hacia 

finales de la década del cincuenta del siglo XX. 

La tala y quema que se practicó en las primicias de la etapa colonial, fue seguida por la 

expansión del cultivo de la caña de azúcar y la ganadería, que experimentaron un auge 

sostenido. De modo que la producción de la industria azucarera cubana se colocó entre las 

punteras mundiales, todo lo cual incidió, aún más, en el detrimento del bosque, tanto en 

cuanto a cobertura como en composición.  

Los cambios experimentados en Cuba a partir de los años sesenta del siglo pasado, 

cubrieron un amplio espectro en la ciencia, como el conocimiento de los recursos naturales, 

entre los cuales el bosque mereció un tratamiento distintivo, consolidado con políticas 

orientadas a la conservación y el fomento. Esto se concretó en acciones legales como las 

Leyes 81/1997 del Medioambiente, la 85/1999 (Ley Forestal) y el Decreto Ley 201/1999 

(Areas Protegidas). La última identificó al bosque como la formación natural (bosque 

natural) o artificial (plantación) constituida por árboles, arbustos y otras especies de plantas 

y animales superiores e inferiores, que resultan un ecosistema de relevancia económica y 

social por las funciones que desempeña. Las leyes citadas, junto a otros instrumentos de 

significación asociada, permitieron revertir las pérdidas que se habían experimentado y 

crecer de modo sostenido en la cobertura superficial del bosque, como muestra la figura 

siguiente. 

 

Fuente: Elaboración propia según datos de Garrido (2007) y ONEI (2018). 



El 31.1 % de área boscosa registrada nacionalmente en el año 2017, tiene una expresión 

distintiva por provincias, aunque en general se aprecia una coherencia generalizada en los 

incrementos superficiales (ONEI, 2017). Puede constatarse el destaque provincial de Pinar 

del Río y Guantánamo, aunque el municipio Isla de la Juventud cuenta con la mayor 

superficie, incluso de bosques naturales. 

En dicha materia, tanto por la extensión de que disponen, como por la diversidad biológica 

y la relevancia de los servicios ambientales que prestan, son de connotar los bosques de 

montaña (aproximadamente un 17 % de la superficie cubana, que están representados por 

los pluviales, nublados y siempreverdes) y los manglares (en especial los sitios Ramsar, 

correspondientes con los siempreverdes de ciénaga, donde sobresale la Ciénaga de Zapata 

y el Delta del Cauto, entre otros). 

La repoblación forestal, y más en concreto "la creación de sistemas agroforestales en aras 

de incrementar la presencia del árbol en el paisaje, como alternativa para reducir la erosión 

de los suelos, conservar la biodiversidad y apoyar la seguridad alimentaria" (FAO, 2012), 

ha estado en el centro de las políticas de trabajo desplegadas por Cuba, como garante de 

los incrementos superficiales alcanzados. En función de ello se realiza un trabajo 

sistemático, mediante el cual: "planta anualmente 17 000 hectáreas de bosques…" 

(Bohemia, 2018), además de contar con más de 2 700 000 hectáreas de bosques naturales 

dentro de la superficie patrimonial con que se cuenta (3 242 266 hectáreas).  

De la superficie boscosa del país el 46.3 % son bosques protectores de aguas y suelos; el 

30.6 % se destina a la producción y el 23.05 % a la conservación. (Figueredo y Fuentes, 

2018). 

La disponibilidad total de una cobertura de 31.1 % de superficie nacional representa, 

además: 

• La remoción anual de unos 78.4 millones de toneladas de dióxido de carbono de la 

atmósfera. 

• La existencia de un per cápita de 0,3 ha de bosque por habitante. 

Dichas cifras sirven para acotar sobre algunas de las opciones protectoras y las 

prestaciones de servicios ambientales, que tienen mucha incidencia en la provisión de 

agua, alimentos, medicamentos, recreación y cultura, pero también tributan a la acción 

antierosiva, entre otras de alta significación más allá del consabido uso maderero. 

Al margen de dichos aciertos, la estrategia ambiental 2016-2020 identificó insuficiencias en 

la materia, que en lo fundamental tienen asociación con: 

• Baja densidad de especies de madera valiosa, con escasez de árboles maduros, y 

un crecimiento notablemente bajo. 

• Equilibrio en el empleo de especies forestales autóctonas e introducidas en los 

planes de reforestación, así como manejo de la especie en función de la aptitud de 

los suelos. 



• Uso de tecnologías obsoletas, incongruentes y/o indisciplinas tecnológicas en el 

proceso de forestación y reforestación, incidentes en bajos índices de logro y 

supervivencia. 

• Fajas forestales hidrorreguladoras en presas, micropresas, ríos y arroyos que no 

responden en cantidad ni en calidad a las necesidades de protección de estos 

cuerpos de agua. 

• Talas ilícitas. 

• Bajo control de las especies con comportamiento expansivo. 

• Escaso aprovechamiento de la biomasa forestal (residuos de la tala y de la 

industria). 

• En el ámbito urbano hay insuficiencias en el tratamiento de los espacios públicos, 

incluyendo áreas verdes, deportivas y recreativas, con niveles de arborización 

inferiores a los parámetros internacionales de referencia. 

El perfeccionamiento de esos aspectos y el incremento del índice de boscosidad se 

mantienen como líneas esenciales del trabajo en relación con los bosques, y sus funciones 

en pro de la protección del ambiente. 

Gastos de inversión para el medioambiente 

A nivel mundial se han venido identificando los diversos canales desde los cuales suceden 

las afectaciones al ambiente, pero también aquellas opciones a través de las cuales se 

eliminan, restañan o al menos se mitigan los conflictos. De esta manera se han establecido 

conceptos y acciones, orientados a evaluar el empleo de los recursos, el tipo de generación 

de impactos y los costes. De esta forma se busca una mayor comprensión y gestión 

armonizadora entre objetivos económicos y medioambientales, lo cual conforma el cuadro 

general en que se mueve la contabilidad medioambiental. 

Cuba no ha estado ajena a esas prácticas, que han encontrado un asidero en "los marcos 

estratégicos y regulatorios del país en materia de medioambiente" (EAN, 2016- 2020). Un 

referente básico está en los principios que sustentan la gestión y política ambiental cubana, 

donde se incluyen los mecanismos económico-financieros que permiten enfrentar los 

problemas ambientales, lo cual cuenta con un basamento esencial en la propia Ley 81 del 

Medioambiente, que en su artículo 13 define sobre: 

• Propiciar medidas para incorporar la dimensión ambiental en la planificación 

económica y financiera de proyectos de obras y actividades 

El tema se hace más específico cuando en el Capítulo IX (sobre regulación económica), en 

el artículo 61 se expresa que: "El uso de la regulación económica como instrumento de la 

política y la gestión ambiental se concibe sobre la base del empleo, entre otras, de políticas 

tributarias, arancelarias o de precios diferenciados, para el desarrollo de actividades que 

incidan sobre el medioambiente"; en tanto que el Capítulo X, en su artículo 65, complementa 

los aspectos precedentes cuando dice que: "Se crea el Fondo Nacional del Medioambiente, 

orientado a facilitar el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley y que tendrá como 



finalidad esencial financiar total o parcialmente proyectos o actividades dirigidas a la 

protección del medioambiente y su uso racional". 

Todos esos argumentos hacen explícita la disposición nacional de encauzar positivamente 

las problemáticas ambientales existentes, como fundamento de la sostenibilidad. Tanto la 

política como la propia gestión expresan esa disposición, que se ha hecho concreta en los 

instrumentos manejados y más específicamente en las acciones que de modo directo e 

indirecto, de tipo local o sistémico, hacen demandas de financiamiento. 

Esa realidad puso matices de interés en los gastos de inversión para el medioambiente, 

vistos como respuestas sociales al propio consumo de los recursos involucrados en el 

desarrollo en Cuba. 

El tema cuenta con diferentes enfoques y aristas interpretativas, que inciden en su la 

catalogación como; de tipo financiero y administrativo, que visionan en lo esencial lo 

referente al impacto ambiental, los costos contingentes (de compleja estimación en un 

momento determinado) y los sociales o de externalidades. En cualquier caso, representan 

herramientas valederas para la previsión de conflictos, y en especial encauzar trabajos 

correctores. Aquí el universo puede ser muy amplio, incluyendo desde la investigación 

(I+D+I), hasta la reforestación o la propia educación e información ambiental. 

Por definición se consideran los gastos para las actividades de protección del 

medioambiente, como los que: "respaldan las inversiones que tienen por objetivo la solución 

de problemas de contaminación que se presentan en capacidades de producción y/o 

servicios existentes o para contrarrestar afectaciones potenciales al medioambiente 

provocadas por nuevos objetivos inversionistas, o sea, gastos en actividades de protección 

del medioambiente" (ONEI, 2017). 

Dichos destinos financieros se tributan según segmentos claves del ambiente, donde se 

consideran como de mayor interés los destinados a: 

• Protección del aire y el clima. 

• Reducción del ruido y las vibraciones. 

• Gestión de las aguas. 

• Residuos. 

• Protección y rehabilitación de los suelos. 

• Protección de la biodiversidad y los paisajes. 

• Protección contra las radiaciones. 

• Investigación y desarrollo. 

• Otras actividades de protección del medioambiente. 

La asignación monetaria tiene alcance nacional, y además de fijar intereses en los 

segmentos claves del ambiente referidos, consideran además las demandas a los 

desempeños sectoriales de la economía. 

 



 

 

En correspondencia con las propias disposiciones de política y el grado de especialización 

operado en el sistema del medioambiente, se ha experimentado un crecimiento sostenido 

en los montos a nivel nacional, que respaldan en general las labores emprendidas para el 

mejoramiento del medio. 

Esto tiene reflejo coherente en el caso de las provincias, donde la distribución de los gastos 

se concreta diferencialmente en conformidad con las propias demandas territoriales, según 

la gestión encauzada en la aplicación de la estrategia ambiental conformada. 

Holguín es la provincia que destaca por sus gastos de inversión (más de 500 millones en el 

periodo 2006- 2012) y le da seguimiento La Habana, por los montos involucrados (400.1 a 

500 millones en el mismo periodo). Los estimados guardan coherencia con las acciones de 

gestión asociadas a la minería niquelífera a cielo abierto y las labores de restauración de 

bosques, aguas y otros recursos que se le vinculan en el caso de la primera, en tanto que 

en la segunda tiene fundamento en el control de la contaminación generada por la industria, 

el transporte y otros factores asociados a la urbanización y el poblamiento de la capital. Esa 

avanzada es continuada por Matanzas y Santiago de Cuba, con gastos entre 220 y 400 

millones. 

Como tendencia predominante, en las provincias se observaron crecimientos de las 

asignaciones financieras para el medioambiente en el periodo comprendido entre los años 

2006 y 2012, aunque en casos como el de la Isla de la Juventud, se mantuvieron en niveles 

muy regulares y bajos, en tanto que Mayabeque mostró un decrecimiento, que la distingue 

dentro del resto del territorio cubano. 

En relación con las actividades económicas se aprecia que tres de ellas concentran los 

gastos con fines en el ambiente. Es el caso observado con: la agricultura, ganadería, caza 

y silvicultura; suministro de electricidad, gas y agua y la construcción, que de conjunto 

representan el 79.4 % de los 2 726 496.2 miles de pesos que en el periodo 2012 al 2016 

se destinaron a ello. Tanto las actividades como los montos aluden a aspectos esenciales 

en el encauzamiento de la sostenibilidad. 

 


